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Exp.- 437/2021

	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

	SEGUNDA SALA UNITARIA.

	EXPEDIENTE 437/2021

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: H. AYUNTAMIENTO; PRESIDENTE MUNICIPAL; DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL; Y JEFA Y/O ENCARGADA DE LA DIRECCIÓN DEL ESTADO MAYOR, DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA; TODAS LAS AUTORIDADES PERTENECIENTES AL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, S.L.P.

	MAGISTRADA; MARIA OLVIDO RODRIGUEZ VAQUEZ



	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: OSCAR TORRES HERRERA


San Luis Potosí, San Luis Potosí, a dos de marzo del dos mil veintidós.
VISTO.- Para resolver en definitiva el juicio contencioso administrativo número 437/2021, promovido por la C. **********, contra actos del H. Ayuntamiento; Presidente Municipal; Director General de Seguridad Pública Municipal; y Jefa y/o Encargada de la Dirección del Estado Mayor de la Dirección General de Seguridad Pública; todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.
RESULTANDO
I.- Por oficio ********** signado por el Presidente del Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, recibido en este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa el veinticuatro de junio del dos mil veintiuno, se remitió el expediente **********, en razón del acuerdo de incompetencia.

II.- Por acuerdo de veintiocho de junio de dos mil veintiuno, se admitió la competencia del expediente anteriormente mencionado, por lo que se requirió a la C. **********, para que exhibiera original y/o copia certificada del nombramiento que la acreditaba como “Asesor Técnico Operativo C”, adscrito a la Dirección de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez.

Así mismo para que adecuara su demanda, de acuerdo a lo dispuesto por los artículos 233 y 234 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y exhibiera el acto y/o resolución definitiva donde conste al acto positivo que reclama de las autoridades demandadas.

III.- Por auto de fecha diecinueve de agosto del dos mil diecinueve, se tuvo a la C. **********por contestando el requerimiento de fecha veintiocho de junio del dos mil veintiuno, por lo que se le tuvo por admitida la demanda entablada en contra del H. Ayuntamiento; Presidente Municipal; Director General de Seguridad Pública; y de la Jefa y/o Encargada de la Dirección del Estado Mayor, de la Dirección General de Seguridad Pública, todas las autoridades pertenecientes al H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., y por los actos que hizo consistir en: 

“1.- El cese de la relación jurídico administrativa entre el suscrito y la autoridad demandada en el presente juicio determinado por la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.,  en forma verbal con fecha 23 de febrero del año 2021, cese y acto impugnado infringido al suscrito…

2.- La ausencia total del procedimiento administrativo correspondiente…”
Motivo por el cual, se ordenó correrle traslado a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho correspondiera, ofrecieran, exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con que se encontraran relacionados.

IV.- Por auto de fecha treinta de septiembre de dos mil veintiuno, se tuvo al Síndico Municipal; Presidente Constitucional Interino; Titular de la Dirección de Estado Mayor de la Dirección General de Seguridad Pública, y al Director de Área Comisario de la citada Dirección General; todos del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, por contestando la demanda, por lo que se ordeno correrle traslado a la parte actora.

Por otra parte se le tuvieron a las partes del juicio, por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas

 A la parte actora, las pruebas consistentes en: 

1.- Las confesionales expresas que detalla en los medios de convicción y/o pruebas de su demanda;
2.- Copia simple del gafete y/o credencial **********; 

3.- Copia simple del oficio número **********, de doce de febrero de dos mil veintiuno;
4.- Copia simple de cuatro recibos de nómina, expedidos por el Municipio de Soledad de Graciano Sánchez;
5.- Instrumental de actuaciones;
6.- Presuncional legal y humana; y
7.- Respecto de las testimoniales que ofreció, se le requirió para que en el término de cinco días exhibiera “los interrogatorios” respecto de la prueba testimonial primera y segunda, debidamente firmados y con copia para cada una de las partes, a fin de que estuvieran en aptitud de formular repreguntas; apercibida que de no cumplir con el requerimiento formulado, se le tendría por no admitidas dichas probanzas.
A las autoridades demandadas, se le tuvo por ofrecidas y admitidas las pruebas consistentes en:
Al Síndico del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez:
1.- Copia simple de la declaración de validez de la elección de los cincuenta y ocho ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí, publicado en el periódico oficial el treinta de septiembre de dos mil dieciocho;
2.- Original del escrito de renuncia que contiene un sello de recibido de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintiuno y a que hace referencia en el capítulo de pruebas de la contestación de demanda.
3.- Instrumental de actuaciones; y
4.- Presuncional lógica, legal y humana.

Al Presidente Constitucional Interino; al Titular de la Dirección de Estado Mayor de la Dirección General de Seguridad Pública; y al Director de Área/Comisario de la citada Dirección General; todos del Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez:
1.- Original de sus respectivos nombramientos;
2.- Original del escrito de renuncia que contiene un sello de recibido de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintiuno y a que hace referencia en el capítulo de pruebas de la contestación de cuenta. 

3.- Instrumental de actuaciones; y 

4.- Presuncional lógica, legal y humana.

Por otra parte, y en virtud de que las autoridades demandadas exhibieron a su contestación de demanda el escrito de renuncia que contiene un sello de recibido de fecha veintitrés de febrero de dos mil veintiuno; por lo que, toda vez que la ampliación de demanda constituye una formalidad esencial del procedimiento y su ejercicio no debe ser negado de plano; se le otorgo a la parte actora el plazo de diez días a efecto de que pudiera ampliar su demanda.

V.- Por auto de fecha veintiocho de octubre del dos mil veintiuno, se tuvo a la parte actora por exhibiendo un interrogatorio debidamente firmado y con copia para cada una de las partes, por lo que se le tuvo por admitida la testimonial primera  con cargo de dos personas dignas de fe, las cuales las debería de presentar en la audiencia final, apercibida que de no hacerlo se declararía desierta la misma.
Por otra parte se tuvo por interponiendo la ampliación de demanda, ordenándose que con una copia de la misma se corriera traslado a las autoridades demandadas, para que manifestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran, y exhibieran las pruebas que estimaran convenientes y expresaran los hechos con las que se encontraban relacionadas, apercibidas que en caso de no hacerlo este Tribunal declararía la preclusión del derecho correspondiente y se les tendría por contestando la ampliación de demanda en sentido afirmativo.

Así mismo, se tuvo a la parte actora por promoviendo el incidente de objeción de pruebas en cuanto al alcance y valor probatorio, respecto de la documental ofrecida por las autoridades demandadas consistente en una “supuesta carta de renuncia”, mismo que se desechó por ser notoriamente improcedente dicho incidente, en virtud de que fue presentado de forma extemporánea.

VI.- Por auto de fecha siete de enero de dos mil veintidós, se les tuvo a las autoridades demandadas por precluido su derecho para contestar la ampliación  de la demanda y por contestando la misma en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

En la ampliación de demanda se le tuvo a la parte actora por ofreciendo las siguientes probanzas.

1.- las confesionales expresas que detalla en los medios de convicción y/o pruebas;

2.- Todos y cada uno de los oficios de contestación de demanda y sus anexos;

3.- La testimonial a cargo de dos personas dignas de fe, a quienes debería de presentar el día en que tuviera verificativo la audiencia final, apercibida que de no hacerlo se declararía desierta dicha probanza;
4.- Instrumental de actuaciones; y

5.- Presuncional lógica legal y humana.

Por último, se señalaron las once horas del veintitrés de febrero de dos mil veintidós, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo.

VII.- En la fecha y hora señaladas se llevó a cabo la audiencia final, haciéndose constar la asistencia únicamente de la autorizada de la parte actora. Enseguida el Secretario de Acuerdos dio cuenta con las constancias de autos, posteriormente en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas todas y cada una de las pruebas admitidas a las partes dada su propia y especial naturaleza, posteriormente se hizo constar que no asistieron a la audiencia los testigos de la parte actora, motivo por el cual se hizo efectivo el apercibimiento formulado y se declararon desiertas dichas pruebas ofrecidas en su demanda y ampliación de demanda.

Acto seguido se dio cuenta de dos escritos firmados por la parte actora presentados el veintidós de febrero del dos mil veintidós, mediante los cuales en el primero ofreció como prueba superviniente la consistente en copia con sello de recibido por la oficialía de partes del Juzgado de Distrito, de la cual se desprendió que promovió juicio de amparo en el cual señaló como acto reclamado la negativa en brindar el servicio médico a la accionante como elemento de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, lo cual resulto notoriamente improcedente en virtud de que la misma no se encuentra vinculada con la acción que plantea en el presente juicio; y en el segundo escrito solicita el diferimiento de la audiencia en razón al ofrecimiento de la prueba documental superviniente anteriormente referida, la cual no se concedió. 

En período de alegatos, se tuvieron por no formulados por ninguna de las partes.  Enseguida se hizo constar que no existían pruebas o diligencia pendiente por desahogar, dándose por concluida la audiencia y finalmente se citó para resolver.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, es competente para conocer y resolver el presente Juicio Contencioso Administrativo conforme a lo dispuesto por los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7° fracción XVII, 9 fracción III, 24, 35 fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 51 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; puesto que se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como lo es la C. **********, como integrante de un cuerpo de seguridad pública, en concreto en la Dirección General de Seguridad Pública del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción; de acuerdo con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:
"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."

SEGUNDO.- La personalidad de la Parte Actora no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio.

Por otra parte, su interés jurídico se demuestra al acompañar como pruebas copia de la credencial expedida por la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, como elemento de Policía Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, documental que obra a foja 51 del expediente en el que se actúa..

Por su parte, el **********en su carácter de Síndico Municipal y Representante Legal de H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez;**********, en su carácter de Presidente Municipal Interino del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.; **********, en su carácter de titular de la Dirección del Estado Mayor de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, y por el C. **********, quien comparece en su carácter de Director General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, justificaron su personalidad el primero de los mencionados, con el Periódico Oficial del Gobierno del Estado de fecha treinta de septiembre de dos mil dieciocho, que contiene la Declaración de Validez de la elección de los 58 Ayuntamientos del Estado de San Luis Potosí; el segundo de ellos, con la constancia expedida por la Secretaria General del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, en donde se da fe, de la Sesión Ordinaria de Cabildo No. 63 en la cual se le designo como Presidente Municipal Interino; el tercero y cuarto de ellos con el nombramiento expedido a su favor por el Oficial Mayor del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, documentales que obran a fojas de la 100 a la 109,127, 149, y 169 del expediente en el que se actúa.
A las referidas documentales se les otorga valor probatorio pleno, con apoyo legal en los artículos 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con los artículos 388 y 392 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado que la Parte Actora hizo consistir en:

“1.- El cese de la relación jurídico administrativa entre el suscrito y la autoridad demandada en el presente juicio determinado por la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.,  en forma verbal con fecha 23 de febrero del año 2021, cese y acto impugnado infringido al suscrito…

2.- La ausencia total del procedimiento administrativo correspondiente…

Esto en relación con las pretensiones de la parte actora, que son la declaración de nulidad del acto impugnado, el pago de las indemnizaciones y demás prestaciones a que tenga derecho.

Por su parte, las Autoridades Demandadas niegan la existencia del acto impugnado, y en forma idéntica aducen que lo sucedido fue que el Actor presentó renuncia al cargo voluntariamente, y al efecto aportaron como prueba la documental relativa al de renuncia.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

En ese sentido, se tiene que esta Sala Unitaria considera que se actualiza la causal de improcedencia prevista en el artículo 228 fracción VI, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, es del tenor literal siguiente:

“ARTICULO 228. Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos:

…

VI. Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese consentimiento, entendiéndose por estos últimos, aquéllos en contra de los cuales no se promueva  el juicio dentro de los plazos que para tal efecto señala este Libro; 

…”

Como se advierte, resulta improcedente el juicio contencioso administrativo en contra de las resoluciones que hayan sido consentidas, entendiéndose que hay consentimiento si no se promovió algún medio de defensa en los términos de las leyes respectivas.

Ahora bien, es de tener también presente el contenido del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, el cual dicta lo siguiente:

“ARTICULO 24. El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será:

I. De treinta días hábiles siguientes al en que se actgualece alguno de los supuestos siguientes:

a) Al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata, inclusive cuando se controvierta simultáneamente como primer acto de aplicación una regla administrativa de carácter general.

b) Al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos.

c) Al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

d) Al en que haya surtido efectos la notificación de la resolución del Tribunal que habiendo conocido un recurso de queja, decida que el mismo es improcedente.

…”

El artículo anteriormente trascrito señala que el término de la presentación de la demanda ante el Tribunal de Justicia Administrativa, es en el plazo de treinta días hábiles, de conformidad con las siguientes hipótesis. 

1. Contados a partir del día siguiente al en que surta efectos, conforme a la ley del acto, la notificación de la resolución o acto que se combata;

2. al en que el afectado haya tenido conocimiento de ellos,

3. o al en que se hubiese ostentado sabedor de los mismos, cuando no exista notificación legalmente hecha.

En ese sentido, se tiene que la parte actora en su escrito inicial de demanda, en el capítulo denominado ACTO IMPUGNADO, señala que reclama el cese verbal de fecha veintitrés de febrero del dos mil veintiuno, motivo por el cual se encuentra dentro de la hipótesis segunda del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, es decir, treinta días al en que el afectado haya tenido conocimiento del acto impugnado.
Ahora bien, en el presente asunto, se debe de establecer que el plazo de los treinta días hábiles para presentar la demanda, transcurrió en exceso de conformidad con lo dispuesto en los artículos 24 fracción II, 228 fracción VI, en relación con el 239 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la C. ********** presento en un primer momento la demanda ante el H. Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje el pasado veintidós de abril del dos mil veintiuno, excediendo el plazo de los treinta días que establece la  norma, puesto que de acuerdo al cómputo que se realiza el plazo feneció el doce de abril del dos mil veintiuno.

Así mismo, se debe de hacer mención que el escrito presentado ante el H. Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje del Estado,  se encuentra signado el quince de abril del dos mil veintiuno, y la carta poder que acompaña a su demanda el dieciséis de abril del dos mil veintiuno; por lo que para un mayor entendimiento se realiza la siguiente tabla. 
FEBRERO

	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO
	DOMINGO

	
	23

CESE VERBAL
	24

1 DIA HABIL
	25

2 DIA HABIL
	26

3 DIA HABIL
	27

 DIA INHABIL
	28

 DIA INHABIL


MARZO

	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO
	DOMINGO

	1

4 DIA HABIL
	2

5 DIA HABIL
	3

6  DIA HABIL
	4

7 DIA HABIL
	5

8 DIA HABIL
	6

 DIA INHABIL
	7

 DIA INHABIL

	8

9 DIA HABIL
	9

10 DIA HABIL
	10

11 DIA HABIL
	11

12 DIA HABIL
	12

13 DIA HABIL
	13

DIA INHABIL
	14 

DIA INHABIL

	15

DIA INHABIL
	16

14 DIA HABIL
	17

15 DIA HABIL
	18

16 DIA HABIL
	19

17 DIA HABIL
	20

DIA INHABIL
	21

DIA INHABIL

	22

18 DIA HABIL
	23

19 DIA HABIL
	24

20  DIA HABIL
	25

21 DIA HABIL
	26

22 DIA HABIL
	27

DIA INHABIL
	28

DIA INHABIL

	29

23 DIA HABIL
	30

24 DIA HABIL
	31

DIA INHABIL
	
	
	
	


ABRIL

	LUNES
	MARTES
	MIERCOLES
	JUEVES
	VIERNES
	SABADO
	DOMINGO

	
	
	
	1

DIA INHABIL
	2

DIA INHABIL
	3

 DIA INHABIL
	4

 DIA INHABIL

	5

25 DIA HABIL
	6

26 DIA HABIL
	7

27 DIA HABIL
	8

28 DIA HABIL
	9

29 DIA HABIL
	10

DIA INHABIL
	11 

DIA INHABIL

	12

30 DIA HABIL
	13


	14


	15

FIRMA SU DEMANDA
	16

FIRMA LA CARTA PODER
	17

	18


	19
	20
	21
	22

PRESENTACION DE SU DEMANDA EN EL H. TRIBUNAL ESTATAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE
	
	
	


De lo anterior, se puede advertir que la parte actora en un primer momento recurrió al H. Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje por considerar que era la vía competente, y que en ese sentido la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí, establece que las acciones de trabajo prescriben en dos meses.
Sin embargo, se debe de manifestar que la parte actora acude a esta Sala Unitaria a interponer juicio contencioso administrativo en contra de la ilegal baja y/o cese y/o despido injustificado del que fue objeto, teniendo conocimiento del mismo el pasado veintitrés de febrero del dos mil veintiuno, por lo que la ley que regula dicho procedimiento lo es el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Bajo ese tenor, es de tener presente el contenido del artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, el cual fue transcrito con anterioridad, y del cual se advierte que a fin de garantizar el derecho de defensa de los gobernados, el legislador estableció de forma muy precisa en el normativo en cita, el término con que cuenta el particular para la interposición del juicio administrativo de nulidad para combatir los actos de autoridad, sin que se refleje de forma alguna la existencia de excepción alguna en la que se tenga un plazo distinto para promover el juicio contencioso administrativo de nulidad, de ahí que para la oportunidad de la presentación de la demanda se debe tener el consideración el termino de los treinta días que establece el normativo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado antes citado.

En ese sentido conviene destacar que el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha estimado, que el computo del plazo para la presentación de la demanda de amparo prevista en el artículo 21 de la abrogada Ley de amparo, cuya regulación es análoga a la establecida por el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, se contará desde el siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se haya ostentado sabedor de los referidos actos, bastando en este último caso que así lo exponga el actor en la demanda, según se advierte de la jurisprudencia cuyo rubro y contenido es el siguiente:

“Novena Época, Registro: 163172, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXIII, Enero de 2011, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 115/2010, Página: 5

“DEMANDA DE AMPARO. EL PLAZO PARA PROMOVERLA DEBE COMPUTARSE A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE EL QUEJOSO TUVO CONOCIMIENTO COMPLETO DEL ACTO RECLAMADO POR CUALQUIER MEDIO CON ANTERIORIDAD A LA FECHA EN LA QUE LA RESPONSABLE SE LO NOTIFICÓ.- Conforme al artículo 21 de la Ley de Amparo, el plazo para promover la demanda de garantías será de 15 días y se contará desde el siguiente al en que haya surtido efectos, conforme a la ley del acto, la notificación al quejoso de la resolución o acuerdo que reclame; al en que haya tenido conocimiento de ellos o de su ejecución, o al en que se haya ostentado sabedor de los referidos actos, bastando en este último caso que así lo exponga en la demanda para que, si no existe prueba en contrario, la fecha de su propio reconocimiento constituya el punto de partida para determinar la oportunidad de su escrito. Esto significa que el quejoso no tiene porqué esperar a que la autoridad responsable le notifique formalmente el acto reclamado para que pueda solicitar la protección de la Justicia Federal, pues si ya tuvo conocimiento por otros medios de su existencia, no debe limitársele el acceso a los tribunales cuando puede impugnarlo en la vía de amparo. Lo anterior se corrobora con el artículo 166, fracción V, del ordenamiento legal citado, el cual prevé que en la demanda de amparo directo debe señalarse la fecha en que se haya notificado la sentencia definitiva, laudo o resolución que hubiere puesto fin al juicio, o la fecha en que el quejoso haya tenido conocimiento de la resolución reclamada; enunciado este último que reitera el derecho del quejoso de promover el juicio de amparo antes de que la responsable le notifique formalmente el fallo decisivo, cuando lo conoce por alguna causa ajena a la diligencia judicial con que se le debió dar noticia oficial de su contenido. En congruencia con lo anterior, si existe en autos prueba fehaciente de que el quejoso tuvo acceso al contenido completo del acto reclamado con anterioridad a la fecha en la que la responsable se lo notificó, debe contabilizarse la oportunidad de la demanda a partir de la primera fecha, pues sería ilógico permitirle, por un lado, la promoción anticipada del juicio cuando afirme que tuvo conocimiento del acto reclamado previamente a su notificación, pero, por otro, soslayar el mismo hecho cuando el juzgador o las demás partes sean quienes adviertan que así aconteció y que tal conocimiento se pretende ocultar.- Pleno.- Contradicción de tesis 57/2008-PL.”

En ese sentido se tiene que si la propia parte actora es la que manifiesta que tuvo conocimiento del acto impugnado el pasado veintitrés de febrero de dos mil veintidós, por lo que se traduce en una confesión hecha por el actor que tiene pleno valor probatorio en términos del artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo del Estado.
Por tanto, es factible establecer que la parte actora tuvo legalmente conocimiento del acto que impugna el veintitrés de febrero de dos mil veintiuno, y  por tanto para efectuar el cómputo de los treinta días para la presentación de la demanda a que se refiere el artículo 24 del Código Procesal que rige la materia, se debe atender a esa fecha.

Entonces, de conformidad con el artículo 24 del Código Procesal Administrativo del Estado, al término de la presentación de la demanda de nulidad ante el Tribunal Estatal de Conciliación y Arbitraje, lo cual aconteció el pasado veintidós  de abril de dos mil veintiuno, resulta claro que excedió el término de los treinta días hábiles para interponer la demanda de nulidad, ya que como se ha explicado con antelación, dicho Código es el que regula el procedimiento del juicio contencioso administrativo.
En consecuencia, toda vez que la Actora presentó su demanda de manera extemporánea, en cuanto a los actos reclamados; se procede a dictar el sobreseimiento del presente juicio conforme al diverso numeral 228 fracción VI y 229 fracción II del mismo ordenamiento legal citado.

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía la Tesis de Jurisprudencia VI.3º.C J/60, sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito en la Novena Época, publicada en el Semanario judicial de la Federación y su Gaceta en el tomo XXII de diciembre de 2005, la cual a la letra dice:  

“ACTOS CONSENTIDOS SON LOS QUE NO SE IMPUGNAN MEDIANTE EL RECURSO IDÓNEO. Debe reputarse como consentido el acto que no se impugnó por el medio establecido por la ley, ya que si se hizo uso de otro no previsto por ella o si se hace una simple manifestación de inconformidad, tales actuaciones no producen efectos jurídicos tendientes a revocar, confirmar o modificar el acto reclamado en amparo, lo que significa consentimiento del mismo por falta de impugnación eficaz.”

En consecuencia, con fundamento en los artículos 228 fracción VI y 229 fracción II del Código Procesal Administrativo del Estado, esta Sala Unitaria declara el sobreseimiento de este juicio, en virtud de que se trata de actos consentidos, de acuerdo con los fundamentos y razones que han quedado expuestos en el cuerpo de este Considerando.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracción III, 35 fracción VIII y 36 fracción VII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los artículos  217, 228 fracción VI, 229 fracción II, 248, 249 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Segunda Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.-  Por las razones expuestas en el considerando Cuarto de la presente resolución, se decreta el SOBRESEIMIENTO  del presente juicio.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a las partes.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí. 
